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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL II 
 

EL PUEBLO DE 
PUERTO RICO 

 
Recurrida 

 
 

v. 
 
 

JERRY FIGUEROA 
ORTIZ T/C/P JOEL 

EMANUEL VÁZQUEZ 
ORTIZ T/C/P DOMI 

 
Peticionario 

 
 
 
 

KLCE202100100 
 

Certiorari 
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala de UTUADO 
 
Caso Núm.: 
L VI2013G0008 
L OP2013G0008 
L FJ2013G0010 
L DC2013G0023 
L BD2013G0127-0128 
L LA2013G0075 al 0078 
 
Por: 
Art. 93 Enmendado 
(Asesinato 2do. Grado), 
Art. 244 CP, Art. 285 CP, 
Art. 156 CP, Art. 195 CP y 
Art. 190 CP,  
Arts. 5.15 LA, Art. 6.01 LA 
y Art. 5.04 LA 

 
Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Jueza Rivera 
Marchand, la Jueza Barresi Ramos y la Jueza Mateu Meléndez. 
 
Mateu Meléndez, Jueza Ponente 
 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 26 de abril de 2021. 

Comparece ante nos por derecho propio y en forma pauperis el señor 

Jerry Figueroa Ortiz (señor Figueroa Ortiz o peticionario). Nos solicita que 

revisemos una Resolución emitida el 12 de enero de 2021, por el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI), Sala de Utuado. Mediante la misma, dicho foro 

declaró No Ha Lugar la Moción al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal que presentó el peticionario. 

Por las razones que expondremos a continuación, se deniega la 

expedición del auto de certiorari. 
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I.  

A los fines de simplificar la discusión y sin entrar en los méritos del 

error señalado por el peticionario, discutiremos el tracto procesal de la 

Resolución recurrida. 

Según surge del expediente del caso que nos ocupa, el peticionario 

se encuentra confinado en la Institución Correccional Ponce 1000, 

cumpliendo una Sentencia, dictada por el TPI el 18 de noviembre de 2013. 

El 12 de enero de 2021, el TPI emitió una Resolución en la cual declaró 

No Ha Lugar la Moción al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal instada por el peticionario. 

Inconforme con dicha determinación, el peticionario acudió ante este 

Foro Apelativo Intermedio mediante un recurso de certiorari. En su escrito, 

esgrimió el siguiente señalamiento de error: 

ERRÓ EL [TPI] AL DECLARAR NO HA LUGAR LA 
MOCIÓN PRESENTADA AL AMPARO DE LA REGLA 192.1 DE 
PROCEDIMIENTO CRIMINAL. EN VISTA DE QUE LOS 

ARTÍCULOS 5.05 Y 6.01 DE LA LEY DE ARMA, LEY NÚM. 404-
2000 SON INCONSTITUCIONALES AL IGUAL QUE LA PENA 
IMPUESTA POR ELLOS.  

 
El 9 de febrero de 2021 le concedimos a la Oficina del Procurador 

General (el Procurador), en representación del Pueblo de Puerto Rico, un 

término de 10 días, para que se expresara en torno al recurso de certiorari. 

Oportunamente, el Procurador solicitó una prórroga de 20 días para 

presentar su escrito y la misma fue concedida por este tribunal. 

Con el beneficio de los escritos de las partes y expuesto el trámite 

procesal pertinente al recurso, resolvemos. 

II.  

-A- 

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial.  880 
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Ponce de León Corp. v. American International Insurance, 2020 TSPR 104, 

205 DPR _____ (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012).  La determinación de expedir o denegar este tipo de recurso se 

encuentra enmarcada dentro de la discreción judicial.  Íd.  De ordinario, la 

discreción consiste en “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  Empero, el ejercicio de la discreción 

concedida “no implica la potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra 

forma, haciendo abstracción del resto del derecho.” Íd. 

De otro lado, el examen de estos autos discrecionales no se da en el 

vacío o en ausencia de otros parámetros.   880 Ponce de León Corp. v. 

American International Insurance, supra; IG Builders et al. v. BBVAPR, 

supra.  Para ello, la Regla 40 de nuestro Reglamento establece ciertos 

indicadores a tomar en consideración al evaluar si se debe o no expedir un 

recurso de certiorari.  Estos son: 

(A) si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige una consideración más detenida a 

la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

Los criterios previamente transcritos pautan el ejercicio sabio y 

prudente de la facultad discrecional judicial. Mun. Aut. De Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019).  La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la dilación que 

causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 
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planteadas a través del recurso de apelación.” Scotiabank v. ZAF Corp., 

supra, págs. 486-487; Mun. Autónomo de Caguas v. JRO Construction, 

supra. 

-B- 

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 192.1, 

permite a cualquier persona que se encuentre detenida en virtud de 

sentencia condenatoria, a presentar una moción ante el Tribunal de Primera 

Instancia que la dictó, con el objetivo de que sea anulada, dejada sin efecto 

o corregida, en circunstancias en que se alegue el derecho a ser puesto en 

libertad por cualquiera de los fundamentos siguientes: 

(1) La sentencia fue impuesta en violación de la Constitución o las 
leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o la Constitución y 
las leyes de Estados Unidos; o 

(2) el tribunal no tenía jurisdicción para imponer dicha sentencia; o 
(3) la sentencia impuesta excede de la pena prescrita por la ley, o 
(4) la sentencia está sujeta a ataque colateral por cualquier motivo. 

 
El recurso dispuesto en la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 

supra, está disponible solamente cuando una sentencia adolece de un 

defecto fundamental que inevitablemente es contrario al debido proceso de 

ley. Pueblo v. Pérez Adorno, 178 DPR 946, 966 (2010). La referida Regla es 

una de naturaleza excepcional y le permite al convicto revisar la sentencia 

en cualquier momento posterior, aun si la sentencia es final y firme. Regla 

192.1, supra; Pueblo v. Contreras Severino, 185 DPR 646, 660 (2012); Pueblo 

v. Román Mártir, 169 DPR 809, 823-824 (2007).  

La citada Regla, requiere además que se incluyan en la moción todos 

los fundamentos que tenga el peticionario para solicitar el remedio o, por el 

contrario, se entienden renunciados. Pueblo v. Román Mártir, supra. El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó que se limita a planteamientos 

de derecho y no puede utilizarse para revisar cuestiones de hecho. Pueblo 

v. Pérez Adorno, supra, en la pág. 966; Pueblo v. Román Mártir, supra, en la 

pág. 824; Pueblo v. Ruiz Torres, 127 DPR 612 (1990).  
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A base de la norma jurídica expuesta, analizamos la controversia 

ante nuestra consideración. 

III.  

En su escrito, el señor Figueroa Ortiz atribuyó al TPI haber errado al 

declarar No Ha Lugar la Moción presentada, al amparo de la Regla 192.1, 

supra. Para sustentar su postura, el peticionario adujo que los Artículos 5.04 

y 6.01 de la Ley Núm. 404-2000, supra, son incompatibles con la Segunda 

Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos. Conforme a lo anterior, 

concluyó que los Artículos de la ley eran inconstitucionales al igual que la 

pena impuesta por conducto de ellos. Además, apoya su conclusión en lo 

resuelto en: McDonald v. City of Chicago, 561 U.S. 742 (2010), District of 

Columbia v. Heller, 554 U.S. 570 (2008) y a manera de persuadirnos, lo 

resuelto por un panel hermano en Pueblo v. Rodríguez López con 

designación alfanumérica KLCE201600680.  

Por su parte, el Procurador en su recurso sostiene la 

constitucionalidad de la Ley Núm. 404-2000, supra. Expone que el citado 

estatuto no es inconsistente con la Segunda Enmienda, supra.  Lo anterior, 

en vista de que la misma no constituye una prohibición absoluta al derecho 

fundamental de portar armas cobijado en la citada enmienda y su existencia 

está basada en un interés apremiante del estado. En cuanto a lo resuelto por 

el Tribunal Supremo Federal en los casos de McDonald v. City of Chicago, 

supra y District of Columbia v. Heller, supra, adujo que, la restricción o 

prohibición absoluta de los estatutos allí disputados, fue la razón por la que 

el Tribunal Supremo Federal concluyó que estos incidían sobre la Segunda 

Enmienda, supra. Sin embargo, señaló que no ocurre igual en el caso de 

epígrafe. Por otro lado, resaltó que múltiples paneles de este Foro 

Intermedio han reconocido la validez del estatuto impugnado por el 

peticionario. 
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El peticionario de epígrafe se declaró culpable por violación a los 

Artículos 5.04 y 6.01 de la Ley de Armas, supra, entre otros. Lo anterior fue 

incorporado en una alegación pre acordada. La declaración de culpabilidad 

mediante alegación pre acordada tiene el efecto de evitar que el peticionario 

pueda presentar una apelación. No obstante, la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal permite al peticionario solicitar remedios post 

sentencia, cuando se alegue que la sentencia entre otras, fue impuesta en 

violación de la Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico o la Constitución y las leyes de Estados Unidos. 

Luego de revisar minuciosamente el recurso de epígrafe, no 

encontramos que la solicitud cumpla con alguna de las instancias así 

dispuestas en la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal. Tampoco se 

encuentran presentes algunos de los criterios enumerados en la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, LPRA Ap. XXII-b, R.40 que 

nos permita intervenir con la Resolución recurrida.   

IV.  

En virtud de los fundamentos delineados, se deniega la expedición 

del auto de certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


